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DESPLAZAMIENTO FORZADO EN MODALIDAD AGRAVADA / PRINCIPIO DE LEGALIDAD DE LA PENA. “En virtud de la aceptación de cargos efectuada por el procesado, redujo las penas en un 50 %. En consecuencia la pena definitiva fue fijada en 120 meses de prisión; multa de 1.225 SMLMV e inhabilitación de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal. (…) Con base en el principio del tempus regim actum, resulta claro que la pena fijada para el delito de desplazamiento forzado para el año 2003 era de 6 a 12 años de prisión, multa de 600 a 1.500 SMLMV e interdicción de derechos y funciones públicas de 6 a 12 años. Por su parte el artículo 181, inciso 2º del C.P. dispone lo siguiente: “La pena prevista en el artículo anterior se aumentará hasta en una tercera parte…2. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18 años), o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada…”. Con base en ese marco normativo y esa consecuencia jurídica se produjo la aceptación de cargos por parte del procesado, mediante el mecanismo de la sentencia anticipada. (…) Ahora bien, el artículo 60-2 del C.P. dispone lo siguiente: “Si la pena se aumenta hasta en una proporción, ésta se aplicará al máximo de la infracción básica.”. En ese orden de ideas, la pena para el delito de desplazamiento forzado, antes de la reforma introducida por el artículo 14 de la ley 890 de 2004 era de 6 a 12 años de prisión, que con base en la norma citada se debía aumentar en una sola proporción es decir 4 años (tercera parte del máximo), en virtud de la causal específica de agravación antes mencionada. (…) En consecuencia las penas definitivas quedan así 81 meses de prisión multa equivalente a 825 SMLMV,  e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, siete (7) de marzo de dos mil diecisiete (2017) 
Acta Nro. 0198 
Hora: 2:30 p.m. 
	Radicación
	66001 31 07 001 2011 00211 01

	Procesados
	Ismael Rodríguez Ramírez  

	Delito
	Desplazamiento Forzado 

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira 

	Asunto 
	Resolver la apelación interpuesta en contra de la sentencia de primera instancia.


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el Procurador 149 Judicial II de Pereira, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, en la que se condenó al procesado Ismael Rodríguez Ramírez por el delito de desplazamiento forzado. 
2. ANTECEDENTES

2.1. En la sentencia dictada el 16 de febrero de 2012 se declaró la responsabilidad penal del procesado por el actus reus de desplazamiento forzado. Los sucesos materia de investigación fueron los siguientes: 

“Los hechos tuvieron ocurrencia el 7 de agosto de 2003, dice la menor Luz Yurene Rendón Velásquez, que cuando llegaba a su casa procedente del Colegio, zona rural en el municipio de Santuario Risaralda, alias “topacio”, integrante del grupo paramüitar al mando de alias Macaco, la llamó, le sacó un arma, la cargó y le apuntó con ella, la trató de perra y le amenazó a ella y su familia y le dijo que se tenía que ir porque ellos habían escuchado que estaba andando con los "rayas", refiriéndose a la "Sijin"; que si no hacía caso, entonces ellos la sacarían con su familia, quemarían a su mamá y luego a ella. Describe el vehículo en el que ellos se movilizaban como una camioneta Toyota color verde.

El día que llegaron a amenazarla, eran como siete hombres armados los que arribaron a su casa, entre ellos los alias Topacio, Tío, Pinocho, Yesíd, el chivo.

Como consecuencia de las amenazas, tuvo amagos de aborto, pues se encontraba en embarazo; finalmente se tuvo que ir del pueblo, y solo a escondidas podía visitar a su familia. Supo que rodeaban su casa en forma constante. No denunció los hechos por temor, toda vez que estas personas seguían en el pueblo.”

3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO  
Se trata de Ismael Rodríguez Ramírez a. “Topacio”, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 91.283.909 de Bucaramanga, nacido el 30 de noviembre de 1970 en San Rafael del Ríos Negro, Santander, es hijo de Felix Ramón y María Lilia, de ocupación comerciante. 

4. SOBRE LA DECISION OBJETO DEL RECURSO.

4.1 En atención al principio de limitación  de la segunda instancia “tantum devolutum quantum apellatum”, se menciona solamente la parte específica de la sentencia que fue objeto de impugnación, que tiene que ver con la fijación de la pena impuesta al procesado como consecuencia de su acogimiento a sentencia anticipada, en la cual se dijo lo siguiente:
“(…) 

CALIFICACIÓN JURÍDICA DEFINITIVA

Conforme a las consideraciones efectuadas, el delito por el cual ha de proferirse sentencia condenatoria, y del cual debe responder ISMAEL RODRIGUEZ RAMIREZ, se encuentra descrito en el Título III - Delitos contra la libertad individual y otras garantías, Capítulo Quinto - Delitos contra La autonomía personal art. 180, del Código Penal Desplazamiento forzado, el cual señala:

"El que, de manera arbitraria mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la población, ocasione que uno o varios de sus miembros cambie el lugar de su residencia, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años, multa de seiscientos (600) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de seis (6) a dos (12) años

Que según el artículo 14 de la ley 890 de 2004, aumentó la pena de 96 a 216 meses y la multa de ochocientos (800) a dos mil doscientos cincuenta (2250) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Con las circunstancias de agravación punitiva descritas por el artículo 181 del Código de las penas, que se describe así: "La pena prevista en el artículo anterior se aumentada hasta en una tercera parte: 1...2: cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18) años o..."
DOSIMETRÍA PUNITIVA - PENA A IMPONER:

Para efectos de establecer el monto de la pena a imponer nos ocuparemos de definir los ámbitos de movilidad de conformidad con lo normado en el artículo 61 del Código de las penas.

En razón de la normativa vigente para la época de los hechos, que en ningún caso la pena privativa de la libertad podrá exceder de cuarenta años (artículo 37 numeral 1). Estamos frente al injusto de DESPLAZAMIENTO FORZADO, artículo 180 del Código Penal, que en virtud de la ley 890 de 2004, artículo 14 la pena se aumenta en la tercera parte respecto del mínimo y en la mitad el máximo, con las circunstancias de agravación punitiva del artículo 181 ejusdem, que la aumenta en una tercera parte:

Así las cosas tenemos.

El mínimo de la pena es de 6 años aumentada en una tercera parte en virtud de la ley 890 de 2004, artículo 14, queda en 8 años y el máximo de la pena que es de 12 años, aumentada en la mitad, queda en 18 años.

Ají las cosas tenemos, que la pena de prisión oscila entre 8 a 18 años de prisión, pena que debe aumentarse en una tercera parte, en virtud a la circunstancia de agravación punitiva descrita en el artículo 181 numeral 2 , y acogiendo la disposición del artículo 60 numeral 2, este aumento debe aplicarse al máximo de la pena, quedando en consecuencia el ámbito de movilidad de la pena a aplicar entre  8 a 24 años de prisión.

En consecuencia establecemos los cuartos de movilidad así:

Cuarto mínimo de 96 meses a 144 meses, cuartos medios de 144 meses un día a 240 meses y máximo de 240 meses un día a 288 meses de prisión.

La Fiscalía no imputó circunstancias de mayor punibilidad, pero, si existen circunstancias de agravación punitiva, lo que al tenor del artículo 61 del Cp., la movilidad para dosimetría punitiva será dentro del cuarto máximo, esto es, entre 240 meses un día a 288 meses de prisión. 
Con respecto a la multa:

Los cuartos de movilidad de la multa, que está prevista es de 600 a 1500 salarios mínimo legales mensuales, con el aumento de la ley 890 de 204, queda el mínimo en 800 y el máximo de 2250, pero, en virtud del artículo 181 del Código Penal, agrava la pena en una proporción, la cual debe aplicarse al extremo máximo de la pena, quedando en consecuencia la multa de 800 a 3000 salarios mínimos legales mensuales.

En consecuencia el ámbito de movilidad de la multa será de la siguiente manera:

Cuarto mínimo de 800 a 1350 salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuartos medios de 1.350 a 2450 y el máximo de 2.450 a 3000 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Al igual que la pena de prisión, la Fiscalía no imputa circunstancias de mayor punibilidad, pero, existen circunstancias de de agravación punitiva, lo que al tenor del artículo 61, la movilidad para la fijación de la pena deberá hacerse dentro del cuarto máximo, esto es de 2450 a 3000 salarios mínimo legales mensuales vigentes.”
4.2 Ulteriormente, el juez de primer grado hizo referencia a un precedente relativo a la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal sentencia T-091 de 2016, con base en el cual le reconoció al procesado la rebaja punitiva prevista en el artículo 351 de la ley 906 de 2004, pese a que se trataba de un caso regulado por la ley 600 de 2000. Sobre el tema expuso lo siguiente:

“Bajo esa óptica y atendiendo que ISMAEL RODRIGUEZ RAMIREZ al momento de su injurada manifestó su deseo de someterse a sentencia anticipada, ese anuncio se pude interpretar como colaboración con la administración de justicia, pues evitó su desgaste para esclarecer los hechos, y en contraprestación se le reconocerá la rebaja punitiva a la cual hace referencia el artículo 351 del ordenamiento procesal vigente en aplicación a principio de favorabilidad.

(…) 
En consecuencia, por aplicación del principio de favorabilidad por aceptación anticipada de los cargos, se dará aplicación a la rebaja del 50% de la pena a imponer.

Con base en lo anterior se atiende favorablemente el pedido del togado y su defendido, concretamente respecto de la aplicación de rebajas, por sometimiento a sentencia anticipada.

En conclusión la pena definitiva a imponer a ISMAEL RODRIGUEZ RAMIREZ  será de CIENTO VEINTE (120) MESES DE PRISION Y MULTA DE 1.225 SMLMV.

Como pena privativa de otros derechos, se impondrá la de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual a la de la pena principal, así se le hará saber a la Registraduría del estado civil para lo de su competencia.”
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.

Delegado del Ministerio Público (recurrente) 
· Al momento de formular cargos para sentencia anticipada, el Fiscal subsumió la conducta del acusado en el delito de desplazamiento forzado, artículo 180 C.P., que contempla una pena de prisión de 6 a 12 años y multa de 600 a 1500 salarios mínimos mensuales vigentes, aumentada de una tercera (1/3) parte a la mitad (1/2),conforme lo reglado en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, con las circunstancias de agravación contenidas en el artículo 181 numeral 2º ídem, en calidad de autor.

· El juez de conocimiento no tuvo en cuenta que en este caso no se podían aplicar las disposiciones de la ley 890 de 2004, concretamente su artículo 14, norma que no estaba vigente para la fecha de los hechos.

· En consecuencia se vulneró el principio de legalidad de la pena, previsto en el artículo 29, inciso 3º  de la Constitución y el artículo 6º del C.P., toda vez que para la fecha de comisión de la conducta delictiva objeto de denuncia -7 de agosto de 2003-, aún no había sido expedida, la ley 890 de 2004, lo que significó la aplicación retroactiva de una norma que era desfavorable para el procesado.
· En consecuencia el recurrente solicitó que se modificara la pena impuesta al procesado, con base en el derecho al debido proceso y el principio de legalidad 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA.

6.1 Esta colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley 600 de 2000.

6.2 En este caso se advierte que la inconformidad del delegado del Ministerio Público se centra en la violación del principio de legalidad de la pena, pues el juez de primer grado no tuvo en cuenta que la conducta atribuida al procesado fue cometida antes de la entrada en vigencia de la ley 890 de 2004 y en consecuencia al hacer el ejercicio de dosimetría penal incrementó de manera equivocada la consecuencia jurídica establecida en los artículos 180 y 181 del C.P., ya que en atención a la pena prevista para la época de los hechos, la sanción debió fijarse entre 6 y 18 años de prisión, en atención a la circunstancia de agravación prevista para el delito de desplazamiento forzado, originada en el hecho de que la víctima era menor de edad.
6.3 Para dar solución al problema jurídico planteado, se parte de los siguientes hechos probados:

6.3.1 Luz Yurene Rendón Velásquez formuló denuncia el 4 de diciembre de 2010, por la conducta de desplazamiento forzado
 que se presentó en el año 2002, en el municipio de Santuario. Según su manifestación, para la fecha de los hechos tenía 16 años de edad. Al ampliar su denuncia dijo que en el mes de mayo de 2003 empezó a recibir las amenazas que motivaron su desplazamiento hacia la localidad de La Virginia, el 7 de agosto de 2003.
 El mismo señalamiento lo hizo en una entrevista que rindió el 27 de octubre de 2010.

6.3.2 En un informe de policía judicial del 28 de abril de 2011
, se menciona que el desplazamiento de la víctima ocurrió el 7 de agosto de 2003, en la vereda “Cañada Honda” del municipio de Santuario y que fue originado por amenazas que recibió del comandante urbano de las AUC de ese municipio, conocido como a. “Topacio”, quien fue identificado como Ismael Rodríguez Ramírez.

6.3.3 En otra manifestación posterior la joven Rendón Velásquez expuso que por causa de esas intimidaciones sólo pudo regresar a Santuario en el año 2006, luego de la desmovilización de los paramilitares
. Similares manifestaciones hizo en una diligencia de reconocimiento fotográfico del procesado.
 
6.4 El 11 de octubre de 2011 se profirió resolución de apertura de instrucción contra Ismael Rodríguez Ramírez C.C. 91. 283 909 de Floridablanca,  por el delito de desplazamiento forzado.

6.5 El señor Rodríguez Ramírez rindió diligencia de indagatoria los días 21 y 22 de noviembre de 2011
.

Al hacer la calificación jurídica provisional se le atribuyó el delito de desplazamiento forzado, por los hechos ocurridos en el año 2003, en el municipio de Santuario. Se indicó que esa conducta tenía una pena de 6 a 12 años de prisión y multa de 600 a 1.500 SMLMV y que en su caso correspondía a la modalidad agravada, ya que la víctima era menor de 18 años, según lo dispuesto en el artículo 181-2 del C.P., lo que implicaba un aumento de una tercera parte de la pena.

En ese acto se solicitó la práctica de una diligencia de sentencia anticipada.

6.6 El 19 de diciembre de 2011 se le impuso medida de aseguramiento al procesado por el delito enunciado anteriormente.

6.7 El 26 de diciembre de 2011 se llevó a cabo la diligencia de formulación de cargos para sentencia anticipada
. El señor Rodríguez aceptó los cargos que se le formularon por la violación del artículo 180 del C.P., con la circunstancia específica de agravación prevista en el artículo 181-2 ibídem.

6.8 Al revisar el fallo recurrido se observa que para efectos de fijar la pena, el juez de conocimiento partió de la pena prevista en el artículo 180 del C.P. y con base en el artículo 14 de la ley 890 de 2004, consideró que la pena básica a imponer oscilaba entre 96 a 216 meses de prisión y multa de 800 a 2.250 SMLMV.

Seguidamente hizo referencia a la causal específica de agravación deducida para el delito de desplazamiento forzado, en el numeral 2º del artículo 181 del C.P., que aumenta la pena en una tercera parte.

De manera equivocada el A quo consideró ese aumento entre los dos extremos punitivos y en consecuencia dijo que la pena oscilaría entre 8 y 18 años de prisión y que en virtud de la causal de agravación deducida el ámbito punitivo quedaba fijado entre 8 y 24 años de prisión.

Seguidamente fijó los cuartos de movilidad y considerando que existían circunstancias de agravación se ubicó en el mínimo del cuarto máximo (240 meses de prisión) y multa de 800 a 3.000 SMLMV.

En virtud de la aceptación de cargos efectuada por el procesado, redujo las penas en un 50 %.

En consecuencia la pena definitiva fue fijada en 120 meses de prisión; multa de 1.225 SMLMV e inhabilitación de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal. 
7. SOLUCIÓN AL PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO
En atención a la argumentación del recurrente, centrada específicamente en el hecho de que se siguió un procedimiento erróneo para fijar la pena al procesado hay que hacer las siguientes consideraciones:

7.1 Con base en el principio del tempus regim actum, resulta claro que la pena fijada para el delito de desplazamiento forzado para el año 2003 era de 6 a 12 años de prisión, multa de 600 a 1.500 SMLMV e interdicción de derechos y funciones públicas de 6 a 12 años.

Por su parte el artículo 181, inciso 2º del C.P. dispone lo siguiente: “La pena prevista en el artículo anterior se aumentará hasta en una tercera parte…2. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18 años), o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada…”.

7.2 Con base en ese marco normativo y esa consecuencia jurídica se produjo la aceptación de cargos por parte del procesado, mediante el mecanismo de la sentencia anticipada.
7.3 El artículo 40 de la ley 600 de 2000, dispone que: “El acta que contiene los cargos aceptados por el procesado es equivalente a la resolución de acusación”. 

7.4 En CSJ SP del 10 de junio de 1998 radicado 9830, se dijo que como consecuencia de la norma antes citada: “…El juez, por lo tanto deberá dictar sentencia conforme a los hechos y circunstancias aceptados, debiendo existir congruencia entre aquella providencia y el acta de formulación y aceptación de cargos.”.
Sobre este punto debe decirse que en el acta de sentencia anticipada se dijo textualmente: “en lo relativo a la dosificación de la pena no había lugar al incremento de la pena por haberse cometido la conducta con anterioridad a la Ley 890 de 2004” (folio 175).
7.5 Sobre el tema en discusión se debe citar CSJ SP del 21 de marzo de 2007, radicado 26065, donde se dijo lo siguiente:

“(…) 

Como viene de verse, es evidente que por voluntad del legislador, el incremento general de penas establecido en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004 se encuentra atado exclusivamente a la implementación del sistema acusatorio (Ley 906 de 2004), de donde puede concluirse que en aquellos distritos judiciales en los cuales aún no se ha implementado el referido  sistema  procesal,  no  tiene  aplicación  el aumento de penas y por tanto, rigen los extremos punitivos establecidos en la Ley 599 de 2000.

Siendo ello así, como en efecto lo es, advierte la Sala que en el caso de estudio los falladores incurrieron en una vía de hecho, al aplicar al accionante... el incremento de pena establecido en la Ley 890 de 2004, cuando en verdad, tal como lo  señala, fue procesado de conformidad con los ritos establecidos en la Ley 600 de 2000, dado que en el distrito judicial donde curso la actuación en su contra aún no se había implementado el sistema acusatorio
.

(…)

Sobre este tema igualmente se ha pronunciado la Corte, por ejemplo en el fallo de tutela del 7 de febrero del 2006 (radicado 24.020), en el cual explicó:

En el asunto que hoy ocupa la atención de la Sala, el criterio judicial cuestionado en la demanda prohíja una profunda desigualdad en la aplicación de la ley penal, pues como quedó arriba reseñado, aunque se trata de un caso que no se rige por el sistema acusatorio de la Ley 906 de 2004, donde el procesado se acogió al trámite de la sentencia anticipada, de un lado, se le aplicó el aumento general de penas que estableció la Ley 890 de 2004, y de otro, se le negó la posibilidad de que le considerara la mayor rebaja de pena que establece la Ley 906 de 2004 para los casos de allanamiento a la imputación en ese sistema procesal.

La desigualdad se evidencia con claridad, pues un procesado condenado por idénticas razones a las que lo fue el aquí accionante, pero cuya conducta hubiese ocurrido en un lugar donde se aplique el sistema acusatorio, tendría la posibilidad de acceder a una mayor rebaja de pena en caso de un allanamiento a la imputación, en los términos del artículo 351 de la Ley 906 de 2004.  

Pero la Sala no duda en señalar que la desigualdad evidenciada sólo se deriva de una errónea aplicación del aumento general de penas que se adoptó en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a un evento que no se rige por el sistema acusatorio, pues de acuerdo con los antecedentes históricos de la aludida ley, su propósito no fue otro que permitir la puesta en marcha de un sistema procesal basado en una significativa negociación de penas, que exigía por tanto el aumento general de las mismas para mantener una proporcionalidad sancionatoria razonable que respondiese a las múltiples formas de negociación y rebajas previstas, voluntad legislativa que fue ampliamente documentada y analizada por un Magistrado de esta Sala, en la adición de su voto a la colisión de competencias radicada bajo el No. 23.312 del 7 de abril de 2005, citada por el tutelante. 

Por lo tanto, se ve obligada la Sala a aceptar que al igual que la Ley 906 de 2004, la norma de aumento general de penas, vigente desde el 1º de enero de 2005, debe aplicarse gradualmente en aquellos Distritos Judiciales donde se vaya implantando el sistema acusatorio y con exclusividad a los casos que se rigen por el mismo.

(…)
2. El caso analizado fue juzgado bajo los lineamientos de la Ley 600 del 2000, consecuencia de lo cual era la inaplicabilidad del incremento de la Ley 890 del 2004. Como los jueces procedieron en sentido contrario, la Sala intervendrá para excluirlo…”.

7.6 Según este entendimiento, el juez de primer grado no podía modificar el marco punitivo previsto en los artículos 180 y 181 del C.P., para el contra jus de desplazamiento forzado es decir 6 a 12 años de prisión, incrementados “hasta en una tercera parte”, en virtud de la aludida causal de agravación.

7.6 Ahora bien, el artículo 60-2 del C.P. dispone lo siguiente: “Si la pena se aumenta hasta en una proporción, ésta se aplicará al máximo de la infracción básica.”. 

En ese orden de ideas, la pena para el delito de desplazamiento forzado, antes de la reforma introducida por el artículo 14 de la ley 890 de 2004 era de 6 a 12 años de prisión, que con base en la norma citada se debía aumentar en una sola proporción es decir 4 años (tercera parte del máximo), en virtud de la causal específica de agravación antes mencionada.

8. DOSIFICACIÓN DE LA SANCIÓN

Con base en estas consideraciones se confirmará parcialmente la sentencia de primer grado, y en consecuencia se revocará la sentencia de primer grado en lo que fue objeto de impugnación, por lo cual se hará un nuevo ejercicio de dosimetría penal así:

8.1 El mínimo de la pena corporal será de 72 meses de prisión y el máximo de pena de 192 meses. En el mismo término oscilará la pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas.

La pena de multa se fija entre 600 SMLMV y máxima de 2.000 SMLMV.

8.2 En consecuencia los cuartos de pena quedan así:

PENA CORPORAL 

PRIMER CUARTO: 72 meses a 102 meses de prisión 

CUARTOS MEDIOS: 102 meses y 1 día hasta 162 meses

CUARTO MÁXIMO: 162 meses y 1 día hasta 192 días 

PENA DE MULTA 

PRIMER CUARTO: 600 a 950 smlmv

CUARTOS MEDIOS: 951 a 1650 smlmv

CUARTO MAXIMO: 1651 a 2000 smlmv

8.3 Con base en el criterio del fallador de primera instancia, sobre lo cual no versó la impugnación, en el sentido de partir del mínimo del cuarto máximo de la sanción, la pena corporal y la inhabilitación se fijan en 162 meses de prisión y un día. La pena de multa se fija en 1651 SMLMV. 

Las citadas penas serán reducidas en un 50% por aplicación retroactiva del artículo 351 del C.P.P. conforme a lo dispuesto por el A quo en determinación que no fue objeto de ningún recurso. 

En consecuencia las penas definitivas quedan así 81 meses de prisión multa equivalente a 825 SMLMV,  e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término igual al de la pena principal.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia del 16 de febrero de 2012, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, mediante la cual condenó al  señor Ismael Rodríguez Ramírez, por el delito de desplazamiento forzado en modalidad agravada. 

SEGUNDO: REVOCAR los numerales 2º y 3º de dicho proveído. En consecuencia se impone al señor Ismael Rodríguez Ramírez la pena principal de 81 meses de prisión y multa de 850 SMLMV. 

TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de  casación, en los términos del tercer inciso del artículo 205 de la ley 600 de 2000.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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� Sentencia de tutela, radicado 24.021, reiterada en auto de casación del 23 de febrero del 2006, radicado 24.890.





Página 9 de 10

